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REFLEXIONES CRÍTICAS SOBRE
LA CONSTITUCIÓN DE VENEZUELA DE 1999
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SUMARIO: I. La Constitución de 1999 o la frustración del nece-
sario cambio político. II. El problema de una Constitución po-
lítica concebida para el autoritarismo. III. El problema de una
Constitución social concebida para el paternalismo y el popu-
lismo. IV. El problema de una Constitución económica conce-
bida para el estatismo insolvente. V. Apreciación general: una
Constitución concebida para el autoritarismo, el paternalismo

estatal, el populismo y el estatismo insolvente.

I. LA CONSTITUCIÓN DE 1999 O LA FRUSTRACIÓN

 DEL NECESARIO CAMBIO POLÍTICO

La Asamblea Nacional Constituyente, creada por el referéndum del 25 de
abril de 1999, tenía por misión elaborar una nueva Constitución para la
República de Venezuela que, en democracia, transformara el Estado y
creara un nuevo ordenamiento jurídico que permitiera el funcionamiento
efectivo de una democracia social y participativa. Con ese fin se eligieron
los miembros de la Asamblea el 25 de julio de 1999.

La creación de la Asamblea y la elección de sus miembros, sin duda,
respondió a las exigencias del momento constituyente que vive el país,
producto de la crisis terminal del sistema político de Estado centralizado
de partidos establecido a partir de los años cuarenta y reestablecido en
1958, que había que cambiar, para permitir el perfeccionamiento y sobre-
vivencia de la propia democracia.

La crisis del sistema de Estado centralizado de partidos, montado so-
bre el centralismo estatal y la democracia de partidos, en la cual éstos han
ejercido el monopolio de la participación y de la representatividad, exigía
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de la Asamblea la transformación de dicho Estado centralizado de parti-
dos en un sistema de Estado descentralizado y participativo, montado al
contrario del que hemos tenido, sobre la descentralización política del po-
der público en el territorio y sobre la participación popular.

La misión de la Asamblea consistía: por una parte, en transformar el
Estado para hacerlo más democrático, mediante la desarticulación del
centralismo y la construcción de un Estado descentralizado; y por la otra,
en la creación de un nuevo ordenamiento jurídico que permitiera el fun-
cionamiento efectivo de una democracia social y participativa, que incor-
porara a la sociedad civil al proceso político, económico y social y asegu-
rara la participación de todos en la conducción del Estado.

Ahora bien, concluidas las sesiones de la Asamblea para la elabora-
ción del Proyecto de Constitución, éste fue aprobado mediante referén-
dum el 15 de diciembre de 1999, con una votación afirmativa del 71% de
los votos (29% de votos negativos), pero con una abstención del 55%, lo
que significa que la Constitución fue aprobada por sólo el 30% de los ve-
nezolanos con derecho a voto.

En todo caso, al estar en vigencia (a partir del 30 de diciembre de
1999) la nueva Constitución, es necesario e indispensable determinar si
dicho texto responde a las exigencias de transformación política deter-
minadas en el referéndum del 25 de abril de 1999 y, sobre todo, si la
“ transformación del Estado”  y el “ nuevo ordenamiento jurídico”  que
contiene, contribuyen a superar la crisis del sistema de Estado centrali-
zado de partidos y a estructurar, en su lugar, un sistema de Estado des-
centralizado y participativo que pudiera permitir el mantenimiento de la
democracia.

En nuestro criterio y como conclusión de dicha evaluación, la nueva
Constitución no asegura ni sienta las bases para dicha transformación del
sistema político y, al contrario, consolida tanto el centralismo estatal impe-
rante, lo que da marcha atrás, incluso, al proceso de descentralización que
se había iniciado en 1989; como el partidismo, al reiterar el sistema electo-
ral de representación proporcional como el único de rango constitucional,
lo cual asegura el monopolio de la representatividad por los partidos políti-
cos y sus agentes; y la tendencia a la ilegitimidad democrática al mantener
la mayoría relativa para la elección de las autoridades ejecutivas.

En consecuencia, la tarea esencial de la Asamblea, que consistía en
perfeccionar la democracia mediante la transformación del Estado (de Esta-
do centralizado a Estado descentralizado) y en crear un nuevo ordenamien-
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to jurídico que permitiera el funcionamiento efectivo de una democracia
social y participativa (de Estado de partidos a Estado de participación), no
se logró en la nueva Constitución, y se perdió, en consecuencia, una oportu-
nidad histórica única, pues convocar a una Asamblea Nacional Constituyen-
te en democracia, no es un hecho político común, es más bien excepcionalí-
simo como lo demuestra nuestra historia político-constitucional.

En efecto, hemos tenido momentos constituyentes como éste, en
nuestra historia constitucional en situaciones similares de ruptura del pro-
ceso político, por su agotamiento y la necesidad de su cambio radical, y
en ellos, las Asambleas Constituyentes siempre han jugado un rol decisi-
vo, aunque han sido establecidas como consecuencia de una revolución o
una guerra y nunca electas pacíficamente en democracia. En efecto, el
primer periodo de nuestra historia constitucional se inició en 1811 con el
Congreso Constituyente que declaró la Independencia de España y se re-
constituyó en 1830, después de las guerras de Independencia y la desapa-
rición de Venezuela como República por su unión a los pueblos de Co-
lombia. Ese periodo de la formación del Estado concluyó abruptamente
con las guerras federales y la Asamblea Constituyente de 1863 la cual
estableció las bases constitucionales de un nuevo sistema estatal; el del
Estado Federal. Este segundo periodo político, nuevamente concluyó de
forma abrupta luego de su crisis terminal, con la Revolución Liberal Res-
tauradora en 1899 y la Asamblea Constituyente de 1901 que diseñó un
cambio radical en el sistema político-estatal, dando paso a un Estado cen-
tralizado y autocrático que se consolidó durante la primera mitad del si-
glo XX. De nuevo este tercer periodo político de nuestra historia constitu-
cional terminó abruptamente con la Revolución de octubre de 1945 y la
Asamblea Constituyente de 1946 que diseñó el sistema político democráti-
co de Estado centralizado el cual, después de un interregno militar (1948-
1958), se consolidó durante los últimos cuarenta años de centralismo de
Estado y democracia de partidos. Este es el sistema cuya crisis terminal
exigía un cambio radical que debía diseñar la Asamblea Constituyente de
1999, pero en democracia y sin ruptura constitucional. Si la Constitución
de 1999 es, en efecto, la primera de un quinto periodo de nuestra historia
política o la última del cuarto periodo mencionado, eso sólo lo dirá la his-
toria. Lo que sí podemos ahora evaluar es la magnitud del cambio político
que se esperaba con la nueva Constitución.

Lo cierto, es que la nueva Constitución no resuelve el problema cen-
tral y medular de la crisis política para perfeccionar la democracia, pues
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no se diseñó para sentar las bases del cambio político democrático. Su
aprobación no sólo no contribuye a superar la crisis del centralismo del
Estado y del Estado de partidos, —más bien la agrava—; sino que sienta
las bases constitucionales para el desarrollo de un autoritarismo político,
que se monta sobre regulaciones que refuerzan el centralismo, el presi-
dencialismo, el estatismo, el paternalismo de Estado, el partidismo y el
militarismo; con el peligro del derrumbe de la propia democracia.

Este es el cuadro político que nos deja la nueva Constitución, cuyo
contenido analizamos a continuación, mediante el estudio de las principa-
les regulaciones que contiene; lo que haremos analizando los tres elemen-
tos centrales que conforman cualquier Constitución: la Constitución polí-
tica; la Constitución social y la Constitución económica.

II. EL PROBLEMA DE UNA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA CONCEBIDA PARA EL AUTORITARISMO

Toda Constitución política tiene por objeto la organización del poder
público, como potestad constitucional del Estado y, en consecuencia, la
organización misma del Estado.

En cualquier Constitución, esta organización está signada por diver-
sas opciones: primero, la derivada de la distribución del poder público,
lo que origina Estados unitarios o Estados descentralizados; y segundo, la
que provoca la separación de poderes, lo cual origina la unicidad o la plu-
ralidad de los poderes; característica, esta última, de los sistemas demo-
cráticos, montados sobre la separación, balance y contrapeso de los pode-
res del Estado.

Además, la Constitución política diseña el sistema político con op-
ción entre la autocracia y la democracia, según que la soberanía resida en
un autócrata o efectivamente en el pueblo.

Ahora bien, en relación con la Constitución de 1999 y desde el punto
de vista de la Constitución política, queremos destacar las regulaciones
que, en nuestro criterio, contienen aspectos negativos en relación con el
perfeccionamiento de la democracia y que pesan más que las razones que
podrían hacer que dicha Constitución merezca nuestra aprobación, referi-
das a la formal consolidación de principios del Estado de derecho y de
justicia, con excelentes mecanismos de control de constitucionalidad y
de reforma judicial. Estos, lamentablemente, corren el riesgo de quedar
inutilizados dado los elementos de autoritarismo y concentración del po-
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der que se derivan de otros aspectos del texto aprobado, a los cuales nos
referimos a continuación.

1. El nuevo nombre de la “República Bolivariana de Venezuela”
    y su carácter partisano

La nueva Constitución pretende, ante todo, en su primer artículo
cambiarle el nombre a la “República de Venezuela”  y sustituirlo por el
de “República Bolivariana de Venezuela” .

El nombre de República de Venezuela, nos ha acompañado durante
toda nuestra historia política constitucional desde 1811, cuando se cons-
tituyó la Confederación de Estados de Venezuela, con la sola excepción
del periodo constitucional que transcurrió desde el Congreso de Angos-
tura, en 1819, y la reconstitución de la República de Venezuela por la
Convención de Valencia de 1830. En 1819 y 1821, en efecto, el liberta-
dor hizo sancionar por el Congreso las Leyes de la Unión de los Pueblos
de Colombia con las cuales se decretó la desaparición de la República de
Venezuela, lo que se consolidó en 1821 cuando la Constitución de Cúcu-
ta estableció la “República de Colombia”  cuyo territorio comprendió
tanto el de la antigua Capitanía General de Venezuela como el del anti-
guo Virreinato de Nueva Granada. Con ello se hizo realidad parte de lo
que había sido el sueño del libertador en cuanto a la unión de los pueblos
de América.

Históricamente, la idea de la República Bolivariana, apunta a una or-
ganización política que implicó la desaparición de Venezuela como Esta-
do, por lo que bajo dicho ángulo, el cambio de nombre es totalmente
inadmisible y contrario a la idea de independencia de nuestro país. En
todo caso, sería demasiado torpe y necio pensar que la motivación del
cambio de nombre propuesto, el cual aún no ha sido justificado, respon-
dió a esa idea de desaparición de la República de Venezuela.

Pero igualmente necio y torpe sería el que se pretendiera fundamentar
el cambio de nombre en algún afán romántico de evocar el pensamiento y
la acción del libertador, en la formación de nuestra República. Para ello
hubiera bastado con hacer esa indicación tanto en el preámbulo como en
el artículo 1o., como se aprobó en la primera discusión.

El cambio de nombre, por tanto, debe tener otra explicación y esa no
es otra que una motivación política, partidaria, partisana o partidista, que
se deriva de la denominación inicial del movimiento político que estable-
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ció y preside el presidente de la República, Hugo Chávez y que, como
partido político, pretendió funcionar con el nombre de Movimiento Boli-
variano 200. El partido del presidente de la República, en efecto, es el
“partido bolivariano”  y es por ello que se pretende imponerlo como nom-
bre de la República. Ello, en nuestro criterio, debe ser rechazado, no sólo
por ser antibolivariano (no se olvide que el último grito del libertador, en
la víspera de su muerte, fue por que cesaran los partidos) sino porque pre-
tende consolidar, desde el primer artículo de la Constitución, la división
del país, entre bolivarianos y los que no lo son; entre patriotas y realistas;
entre buenos y malos; entre puros y corruptos; entre revolucionarios y an-
tirrevolucionarios; y todo ello mediante la manipulación de la historia y
los sentimientos populares con el control del poder.

2. La burla al proceso de descentralización: el Estado federal
   descentralizado con un marco centralista y la eliminación del Senado

Uno de los grandes cambios políticos que ha debido propugnar la
nueva Constitución era transformar definitivamente la Federación centra-
lizada que hemos tenido durante los últimos cien años por una Federación
descentralizada, con una efectiva distribución territorial del poder hacia
los Estados y municipios. En tal sentido debía apuntar la reforma consti-
tucional, no sólo al concebirse la forma del Estado como un Estado fede-
ral descentralizado (artículo 4o.), sino al preverse a la descentralización
política de la Federación como una política nacional de carácter estratégi-
co (artículo 158).

Sin embargo, el resultado final del esquema constitucional aprobado
de distribución territorial del poder no ha significado ningún avance sus-
tancial respecto del proceso de descentralización que venía avanzando
durante la última década en el país, al amparo de la Constitución de 1961
y en ejecución de la Ley Orgánica de Descentralización de 1989; y en
muchos aspectos, ha significado un retroceso institucional. Por ello, la de-
nominación de “Estado federal descentralizado” , en definitiva, no pasa
de ser nominal y continua el mismo desiderátum inserto en la Constitu-
ción de 1961, hacia el cual se puede apuntar.

En este caso, incluso, el régimen se concibe en forma contradictoria,
pues institucionalmente se limita en forma amplia la autonomía de los es-
tados y municipios, al remitirse su regulación a la ley (lo que es contrario
a lo que debe ser la garantía constitucional de dicha autonomía), y se le-
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siona la igualdad de los Estados al eliminarse el Senado (y crearse una
Asamblea Nacional Unicameral) y con ello, la posibilidad de la participa-
ción política igualitaria de los Estados en la conducción de las políticas
nacionales.

En efecto, en la Constitución se ha establecido una organización uni-
cameral de la proyectada Asamblea Nacional (artículo 186) que no sólo
rompe una tradición que se remonta a 1811, sino que es contradictoria
con la forma federal del Estado que exige una Cámara Legislativa con
representación igualitaria de los Estados, cualquiera que sea su población,
y que sirva de contrapeso político a la Cámara de representación popular,
según la población del país. La “eliminación” del Senado o Cámara federal
es, por tanto, un atentado contra la descentralización política efectiva, al
extinguir el instrumento para la igualación de los Estados en el tratamien-
to de los asuntos nacionales en la Asamblea Nacional; y además, un retro-
ceso tanto en el proceso de formación de las leyes nacionales, como en el
ejercicio de los poderes de control parlamentario sobre el Ejecutivo.

Por otra parte, como indicamos, la autonomía de los entes territoria-
les (estados y municipios), exige su garantía constitucional, en el sentido
de que no puede ser limitada por ley nacional posterior. De ello se trata al
establecerse una distribución constitucional del poder en el territorio.

En la nueva Constitución, sin embargo, la regulación del funciona-
miento y la organización de los Consejos Legislativos Estadales se remite
a la ley nacional (artículo 162), lo cual además de contradictorio con la
atribución de los Estados de dictarse su Constitución para organizar
sus poderes públicos (artículo 164, ord. 1), es una intromisión inaceptable
del poder nacional en el régimen de los Estados.

En cuanto a los municipios, la autonomía municipal tradicionalmente
garantizada en la propia Constitución, también se encuentra interferida al
señalarse que los municipios gozan de la misma, no sólo “dentro de los
límites”  establecidos en la Constitución, sino en la ley nacional (artículo
168), con lo cual el principio descentralizador básico, que es la autono-
mía, queda minimizado.

Por otra parte, en cuanto a la distribución de competencias entre los
entes territoriales, el proceso de descentralización exigía, ante todo, la
asignación efectiva de competencias tributarias a los Estados, sobre todo
en materia de impuestos al consumo, como sucede en casi todas las fede-
raciones. Se abandonaron los avances que el Proyecto de Constitución te-
nía al respecto de esta materia en la primera discusión y en la segunda
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discusión se le quitaron a los Estados todas las competencias tributarias
que se le habían asignado, con lo que se retrocedió al mismo estado que
actualmente existe en la Constitución de 1961. En esta forma, los Estados
siguen dependientes del aporte financiero nacional (situado constitucio-
nal), el cual puede incluso disminuirse, además de que se le fijó un tope
máximo (20% de los ingresos nacionales) que en la Constitución de 1961
no tenía (sólo había un mínimo); y si bien se crea en la Constitución el
Consejo Federal de Gobierno (artículo 185) como órgano interguberna-
mental, su organización por ley nacional, puede conducir a su control por
los órganos nacionales.

Conforme a lo anterior, en líneas generales no se logró superar el es-
quema de Federación centralizada de la Constitución de 1961 en la nueva
Constitución, y si bien se habla de descentralización, sigue siendo un de-
siderátum, no actualizado.

La gran reforma del sistema político, necesaria e indispensable para
perfeccionar la democracia, era en todo caso, desmontar el centralismo del
Estado y distribuir el poder público en el territorio; única vía para hacer
realidad la participación política. Ello, sólo, justificaba el proceso constitu-
yente; sin embargo, se pospuso y se perdió la gran oportunidad de comen-
zar a sustituir el Estado centralizado por un Estado descentralizado.

La Asamblea Constituyente, para superar la crisis política, ha debido
diseñar la transformación del Estado, mediante la descentralización del
poder, y sentar las bases para acercarlo efectivamente al ciudadano. Al no
hacerlo, la nueva Constitución ni transformó el Estado ni dispuso lo nece-
sario para hacer efectiva la participación.

3. La representación proporcional y la supervivencia de la partidocracia

En la nueva Constitución tampoco se atacó el otro aspecto del siste-
ma político que requería de una reforma radical, que era la representati-
vidad política y la participación, para romper el monopolio que en esa
materia han tenido los partidos políticos.

En efecto, el centralismo de Estado ha permanecido acompañado,
como parte del sistema político, por el Estado de partidos, en el cual los
partidos políticos han sido los únicos mecanismos de participación políti-
ca y los únicos que han obtenido representantes en los órganos repre-
sentativos. Ello ha estado asegurado a través del método de escrutinio
plurinominal basado en la representación proporcional, el cual no sólo no
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se ha cambiado, sino que es el único consagrado en la Constitución (ar-
tículo 63). A pesar de que se señale en el texto constitucional que debe
garantizarse la personalización del voto, ello no cambia la representativi-
dad si se sigue el método de representación proporcional, que conduce a
la representación de partidos. Lamentablemente, no se acogió la propues-
ta de establecer la elección uninominal a nivel de los representantes a las
Juntas Parroquiales, Consejos Municipales y Consejos Legislativos Esta-
tales para lograr una representatividad territorial de las comunidades res-
pectivas.

En todo caso, en nuestro criterio, el haber mantenido, el sistema de
representación proporcional garantiza la continuación de la partidocracia,
y nada habrá cambiado, salvo la representatividad de unos partidos por
otros.

4. El presidencialismo exacerbado

En la organización del poder público, en su vertiente horizontal, en la
Constitución se optó por continuar con el sistema presidencial de gobier-
no, aun cuando se le hayan incrustado algunos elementos del parlamenta-
rismo como había sucedido con la Constitución de 1961.

Sin embargo, en la nueva Constitución, el presidencialismo se ha
exacerbado por la extensión del periodo constitucional del presidente de
la República, con reelección inmediata; y por la pérdida de balance o con-
trapeso de los poderes, por la eliminación del bicameralismo.

En efecto, en el modelo presidencial escogido se combinan los si-
guientes cuatro factores: en primer lugar, la extensión del periodo pre-
sidencial a seis años; y en segundo lugar, la reelección inmediata del presi-
dente de la República (artículo 230). Ello atenta contra el principio de la
alternabilidad republicana al permitir un largo periodo de gobierno de
hasta 12 años. Pero los dos elementos anteriores se combinan con otros
dos: tercero, lo complicado del referendo revocatorio del mandato (artícu-
lo 72), lo que lo hace prácticamente inaplicable; y cuarto, la eliminación
del principio de la elección del presidente por mayoría absoluta y doble
vuelta, que estaba en el proyecto aprobado en la primera discusión. Ello
se eliminó en segunda discusión y se conservó la elección por mayoría
relativa (artículo 228), como lo preveía la Constitución de 1961, y, por
tanto mantendremos un sistema de gobiernos electos con una minoría de
votos, que ha hecho al sistema ingobernable.
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Con este modelo presidencialista, al que se agrega la posibilidad de
disolución de la Asamblea por el presidente de la República, aun cuando
en casos excepcionales de tres votos de censura parlamentaria al vicepre-
sidente ejecutivo (artículo 240), se exacerba el presidencialismo que no
encuentra contrapeso en el bicameralismo que se elimina, sino más bien
refuerzo en otras reformas, como la regularización de las leyes habilitan-
tes o de delegación legislativa a los efectos de emisión de decretos-leyes
y no sólo en materia económica y financiera (artículo 203).

5. El desbalance en la separación de poderes por la concentración
    del poder en la Asamblea Nacional

La Constitución adopta un esquema de separación de poderes no sólo
entre los poderes Legislativo y Ejecutivo con la configuración del sistema
presidencial de gobierno, sino entre el Poder Judicial, cuya autonomía se
consagra repetidamente, y otros dos nuevos poderes de rango constitucio-
nal: el Poder Ciudadano, que abarca el Ministerio Público (fiscal general
de la República), el defensor del pueblo; la Contraloría General de la Re-
pública; y el Poder Electoral, que ejerce el Consejo Nacional Electoral.

Una efectiva separación de poderes, por supuesto, está montada sobre
la independencia entre ellos, de manera que el origen de sus titulares
(elección o designación) no quede a merced de la voluntad de ninguno de
los poderes del Estado. En ello consiste la garantía del contrapeso.

En la nueva Constitución, al contrario, se consagra un desbalance en-
tre los poderes estatales al permitirse que la Asamblea Nacional pueda
remover de sus cargos al fiscal general de la República, al defensor del
pueblo, al contralor general de la República, a los miembros del Consejo
Nacional Electoral (artículo 296) y más grave aún, a los magistrados del
Tribunal Supremo de Justicia (artículo 265). Ello constituye la antítesis
de la independencia y contrapeso entre los poderes del Estado, y configu-
ra un modelo de concentración de poder en la Asamblea Nacional, total-
mente incompatible con una sociedad política democrática.

6. La base constitucional para el militarismo

En la nueva Constitución, al presidencialismo como forma de gobier-
no y a la concentración del poder en la Asamblea Nacional, se agrega un
acentuado esquema militarista, cuya combinación puede conducir fácil-
mente al autoritarismo.
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En efecto, en el texto constitucional quedó eliminada toda idea de su-
jeción o subordinación de la autoridad militar a la autoridad civil, consa-
grándose, al contrario, una gran autonomía de la autoridad militar y de la
Fuerza Armada Nacional, unificadas las cuatro fuerzas, con la posibilidad
de intervenir en funciones civiles.

Ello se evidencia de las siguientes regulaciones: Primero, de la elimi-
nación de la tradicional prohibición de que la autoridad militar y la civil
no pueden ejercerse simultáneamente, que establecía el artículo 131 de la
Constitución de 1961. Segundo. De la eliminación del control, por parte
de la Asamblea Nacional, respecto de los ascensos de los militares de alta
graduación, que en el constitucionalismo histórico siempre se había pre-
visto, disponiéndose en el texto constitucional, al contrario, que ello es
competencia exclusiva de la Fuerza Armada (artículo 331). Tercero. De
la eliminación del carácter no deliberante y apolítica de la institución mi-
litar, como lo establecía el artículo 132 de la Constitución de 1961, lo que
abre la vía para que la Fuerza Armada, como institución militar, comien-
ce a deliberar políticamente y a intervenir y dar su parecer sobre los asun-
tos de los que estén resolviendo los órganos del Estado. Cuarto. De la
eliminación de la obligación de la Fuerza Armada de velar por la estabili-
dad de las instituciones democráticas que preveía el artículo 132 de la
Constitución de 1961. Quinto. Lo que es más grave aún, de la eliminación
de la obligación de la Fuerza Armada de respetar la Constitución y las
leyes “ cuyo acatamiento estará siempre por encima de cualquier otra
obligación” , como lo decía el artículo 132 de la Constitución de 1961.
Sexto. De la atribución a los militares, en forma expresa, del derecho al
sufragio (artículo 330), lo cual podría ser incompatible, políticamente,
con el principio de obediencia. Séptimo. Del establecimiento del privile-
gio procesal, tradicionalmente reservado a los altos funcionarios del Esta-
do y a los altos oficiales de la Fuerza Armada, de que para ser enjuiciados
se requiera una decisión del Tribunal Supremo sobre si hay o no méritos
para ello (artículo 266,3). Octavo. Del sometimiento a la autoridad de la
Fuerza Armada de todo lo concerniente con el uso de armas y no sólo las
de guerra, lo que se le quita a la administración civil del Estado (artículo
324). Noveno. De la atribución, en general, a la Fuerza Armada de com-
petencias en materia de policía administrativa (artículo 329). Décimo. De
la adopción en el texto constitucional del concepto ya histórico de la doc-
trina de la seguridad nacional, por ser ésta de carácter globalizante, totali-
zante y omnicomprensiva, conforme a la cual todo lo que acaece en el
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Estado y la nación, concierne a la seguridad del Estado, incluso el desa-
rrollo económico y social (artículo 326).

Esta situación da origen a un esquema militarista que constitucional-
mente es una novedad, pero que puede conducir a un apoderamiento de la
administración civil del Estado por la Fuerza Armada, a la cual, incluso
se le atribuye en la Constitución “ la participación activa en el desarrollo
nacional”  (artículo 328).

Todo lo anterior muestra un cuadro de militarismo realmente único
en nuestra historia constitucional que ni siquiera se encuentra en las
Constituciones de los regímenes militares.

III. EL PROBLEMA DE UNA CONSTITUCIÓN SOCIAL

CONCEBIDA PARA EL PATERNALISMO Y EL POPULISMO

La segunda parte de toda Constitución, como norma suprema, ade-
más de la Constitución política, es la Constitución social o del ciudadano,
en la cual se deben establecer las relaciones entre el Estado, y la sociedad
y sus componentes individuales.

En definitiva, está compuesta por el conjunto de libertades y derechos
de los ciudadanos y habitantes del país, con sus correlativos deberes de
parte del Estado y sus autoridades de protección, abstención o de presta-
ción social. Lo cierto es que no puede haber un derecho consagrado cons-
titucionalmente que no tenga un deber u obligación correlativo a cargo
del Estado.

En esta materia, a pesar de los avances que contiene la Constitución,
por ejemplo, en la enumeración de los derechos individuales y en la cons-
titucionalización de los tratados internacionales sobre derechos humanos
a los cuales se les prescribió aplicación preferente cuando sean más favo-
rables; los aspectos negativos del texto pesan más que las razones que
podrían hacer que la Constitución merezca nuestra aprobación.

1. La grave lesión a la garantía constitucional de la reserva legal

La verdadera efectividad de una enunciación de derechos constitucio-
nales en una Constitución, está en la previsión de sus garantías. La nueva
Constitución venezolana, en esta materia, puede decirse que contiene una
extensa y excelente enunciación de derechos constitucionales en la misma
línea de previsión, que se había seguido en América Latina con las Cons-
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tituciones de Brasil y Colombia. En la nueva Constitución, además, con
la previsión expresa y amplísima de otorgarle rango constitucional a los
tratados internacionales sobre derechos humanos, y prever no sólo su
aplicación inmediata por los jueces sino su aplicación preferente en todo
lo que puedan beneficiar a las personas (artículo 31).

Esta enunciación, sin embargo, puede quedar perfectamente inefecti-
va, por la previsión en la propia Constitución, de normas que significan
una antítesis de la garantía constitucional de los derechos. En efecto, entre
tales garantías, la más importante es la de la reserva legal, es decir, que las
limitaciones a los derechos constitucionales sólo pueden establecerse me-
diante ley, y como tal debe entenderse el acto que emana del órgano legis-
lativo (Asamblea Nacional) compuesto por representantes electos demo-
cráticamente. Sin embargo, en la nueva Constitución venezolana se prevé
un sistema de legislación delegada mediante leyes habilitantes, que no tie-
ne parangón en ninguna Constitución latinoamericana, con la cual se pue-
de atribuir al presidente de la República la potestad de legislar en cualquier
materia, con lo cual la garantía constitucional de la reserva legal quedaría
totalmente minimizada y con ello, se podría dar al traste a la excelente
enunciación de los derechos constitucionales.

2. La ausencia de consagración constitucional de derechos
    de protección al niño desde la concepción 

Por otra parte, a pesar de todo el avance en materia de derechos indi-
viduales del texto constitucional y de que se hubiese repetido la regula-
ción de la Constitución de 1961 sobre el carácter inviolable del derecho a
la vida (artículo 43), en la nueva Constitución no se estableció con rango
constitucional el derecho de los niños a protección integral “desde la con-
cepción” , como sí estaba regulado en el artículo 74 de la Constitución de
1961.

La Asamblea Constituyente, en este aspecto, violó las bases comicia-
les que la originaron y que le impusieron, como límite, la progresión de la
protección de los derechos humanos. Al contrario, en este campo tan sen-
sible, puede considerarse que hubo una regresión en la regulación consti-
tucional, lamentablemente motivada por la discusión entre abortistas y no
abortistas y entre movimientos feministas y la propia Iglesia Católica.

La Asamblea Nacional Constituyente no supo deslindar el campo de
regulación y pretendiendo satisfacer los requerimientos de la jerarquía

REFLEXIONES CRÍTICAS SOBRE LA CONSTITUCIÓN 183

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2004. Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México 
Cámara de Diputados - LVII Legislatura 

Libro completo en: https://goo.gl/TK1H3t

http://www.juridicas.unam.mx
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
https://goo.gl/TK1H3t


eclesiástica de la consagración del derecho de protección del niño desde
la concepción, lo que hizo fue engañarla, previendo la protección de la
maternidad “desde la concepción”  (artículo 76) ¡como si pudiera haber
otro momento a partir del cual se pudiera iniciar la maternidad!

Lo cierto de todo es que en la nueva Constitución no existe el balance
necesario que debe haber entre los derechos del niño y los derechos de la
madre para que se mantenga el equilibrio general de la protección y los
derechos recíprocos, pues como es bien sabido, el límite del ejercicio de
todos los derechos humanos es “el derecho de los demás y el orden públi-
co y social” .

En todo caso, una Constitución que en el campo de los derechos indi-
viduales no garantiza expresamente el derecho de todo niño a la protec-
ción integral desde la concepción, por regresiva en materia de protección
de derechos individuales, no merece nuestra aprobación.

3. La siembra constitucional del principio para el control
    de la libertad de información

En la Constitución se consagra el derecho de toda persona a expresar
libremente sus pensamientos, sus ideas y opiniones y de hacer uso para
ello de cualquier medio de comunicación y difusión, sin que pueda esta-
blecerse censura, correspondiendo a quien haga uso de tal derecho plena
responsabilidad por todo lo expresado (artículo 57).

Sin embargo, al consagrarse el derecho de todos a la información, es
decir, a ser informados, se adjetiviza dicha información al calificársela de
“oportuna, veraz e imparcial”  (artículo 58), lo que sin dejar de ser un de-
siderátum que debe derivarse del principio general de que el ejercicio de
los derechos tiene como límite el derecho de los demás y el orden público
y social (artículo 20), así expresado constituye la siembra, en la nueva
Constitución, de un principio que podría dar origen al desarrollo de un
control público o político que podría conducir a la definición de una
“verdad oficial”  y por tanto, el rechazo de cualquier otra verdad en la
información. En una Constitución signada por el principio de la progre-
sión en la mayoría de los derechos individuales, esta regresión en materia
de libertad de información es inadmisible, pues abre una grieta que puede
servir al autoritarismo.
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4. La confusión entre buenas intenciones y los derechos constitucionales
    y el engaño que deriva de la imposibilidad de satisfacer algunos
    derechos sociales

En la consagración de los derechos humanos, uno de los principios
esenciales de orden constitucional es el denominado principio de alteri-
dad, que implica que todo derecho comporta una obligación y que todo
titular de un derecho debe tener relación con un sujeto obligado.

No hay, por tanto, derechos sin obligaciones ni obligados; por lo que
la consagración de supuestos derechos que no pueden originar obligacio-
nes u obligados, por imposibilidad conceptual, no es más que un engaño.

Así sucede, por ejemplo, con varios de los derechos y garantías socia-
les, tal y como se consagraron en la Constitución, cuya satisfacción es
simplemente imposible. Constituyen, más bien, declaraciones de princi-
pio y de intención de indiscutible carácter teleológico, pero difícilmente
pueden concebirse como “derechos”  por no poder existir un sujeto con
obligación de satisfacerlos.

Es el caso, por ejemplo, del “derecho a la salud”  que se consagra
como “un derecho social fundamental, obligación del Estado, que lo ga-
rantizará como parte del derecho a la vida”  (artículo 83). Lo cierto es que
es imposible que alguien garantice la salud de nadie y que constitucional-
mente se pueda consagrar el derecho a la salud. Ello equivale a consagrar,
en la Constitución “el derecho a no enfermarse” , lo cual es imposible
pues nadie puede garantizar a otra persona que no se va a enfermar.

En realidad, el derecho que se puede consagrar en materia de salud,
como derecho constitucional, es el derecho a la protección de la salud, lo
que comporta la obligación del Estado de velar por dicha protección, es-
tableciendo servicios públicos de medicina preventiva y curativa. De esto,
regular el “derecho a la salud”  por imposibilidad de la alteridad, es un
engaño.

Lo mismo podría señalarse, por ejemplo, respecto del derecho que se
consagra en la Constitución a favor de “ toda persona” , “a una vivienda
adecuada, segura, cómoda, higiénica, con servicios básicos esenciales que
incluyan un hábitat que humanice las relaciones familiares, vecinales y
comunitarias”  (artículo 82). Este derecho, así como está consagrado, es
de imposible satisfacción; se trata, más bien, de una declaración de prin-
cipio o de intención bellamente estructurada que no puede conducir a
identificar a un obligado a satisfacerla, y menos al Estado.
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También resulta un engaño establecer en la Constitución, pura y sim-
plemente, que “ toda persona tiene derecho a la seguridad social como
servicio público no lucrativo que garantice la salud y asegure protección
en contingencias ... de previsión social” ; siendo igualmente una imposibi-
lidad prever que “El Estado tiene la obligación de asegurar la efectividad
de este derecho, creando un sistema de seguridad social ...”  (artículo 86).

De nuevo aquí, la intención es maravillosa, pero no para pretender re-
gularla como un “derecho”  constitucional con una obligación estatal co-
rrelativa cuya satisfacción es imposible. Se confundieron, en esta materia,
las buenas intenciones y declaraciones sociales con derechos y obligacio-
nes constitucionales, que originan otro tipo de relaciones jurídicas, incluso
con el derecho de ser amparados constitucionalmente.

5. El excesivo paternalismo estatal y la minimización de las iniciativas
    privadas en materia de salud, educación y seguridad social

En la regulación de los derechos sociales, en la nueva Constitución
no sólo se pone en manos del Estado excesivas cargas, obligaciones y
garantías, de imposible cumplimiento y ejecución en muchos casos, sino
que se minimiza, al extremo de la exclusión, a las iniciativas privadas.
En esta forma, aparecen regulados con un marcado acento estatista y ex-
cluyente servicios públicos esencial y tradicionalmente concurrentes en-
tre el Estado y los particulares, como los de educación, salud y seguridad
social.

Por ejemplo, en materia de salud, se dispone que para garantizarla “el
Estado creará, ejercerá la rectoría y gestionará un sistema público nacional
de salud, ... integrado al sistema de seguridad social, regido por los princi-
pios de gratuidad, universalidad, integralidad, equidad, integración social y
solidaridad”  (artículo 84). Se trata, por tanto, de un sistema público de sa-
lud, regulado como un servicio público gratuito que forma parte del siste-
ma de seguridad social. Nada se dice en la norma sobre los servicios priva-
dos de salud, aún cuando en otro artículo se indica que el Estado “ regulará
las instituciones públicas y privadas de salud”  (artículo 85).

En materia de seguridad social, el rasgo estatista del sistema es aún
mayor: se declara la seguridad social como un servicio público de carác-
ter no lucrativo, estando obligado el Estado “de asegurar la efectividad de
este derecho, creando un sistema de seguridad social universal, integral,
de financiamiento solidario, unitario, eficiente y participativo, de contribu-
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ciones directas o indirectas” , precisándose, además, que las cotizaciones
obligatorias sólo “podrán ser administradas con fines sociales bajo la rec-
toría del Estado”  (artículo 86). Se excluye así, en principio, toda iniciativa
privada en materia de seguridad social y se minimiza la participación pri-
vada en la administración reproductiva de los fondos de pensiones.

En materia de educación, la tendencia estatista es similar: se regula la
educación en general, como un derecho humano y un deber social funda-
mental; se la declara en general como “democrática, gratuita y obligato-
ria”  y se la define como “un servicio público”  que el Estado debe asumir
“como función indeclinable”  (artículo 102). Nada se indica, en la norma,
en relación con la educación privada, y solo es en otro artículo que se
consagra el derecho de las personas “a fundar y mantener instituciones
educativas privadas bajo la estricta inspección y vigilancia del Estado,
previa aceptación de éste”  (artículo 106). La posibilidad de estatización
de la educación, por tanto, no tiene límites en la Constitución, habiéndose
eliminado del texto constitucional la disposición, que en la materia pre-
veía la Constitución de 1961 de que “El Estado estimulará y protegerá la
educación privada que se imparta de acuerdo con los principios conteni-
dos en esta Constitución y en las leyes”  (artículo 79).

En esta materia, la Asamblea violó nuevamente las bases comiciales
al ignorar el carácter progresivo de la protección de los derechos huma-
nos, y eliminar este derecho de protección que corresponde a la educa-
ción privada.

6. La discriminación constitucional a favor de los pueblos indígenas
    y la siembra de principios desintegradores del Estado

Una de las novedades de la nueva Constitución ha sido la inclusión
de un capítulo sobre derechos de los pueblos indígenas, sobre todo si se
compara su contenido con la escueta norma que traía la Constitución de
1961 que se limitaba a remitir a la ley para el establecimiento del “ régi-
men de excepción que requiera la protección de las comunidades indíge-
nas y su incorporación progresiva a la vida de la Nación”  (artículo 77).

La verdad es que de una idea de régimen de protección, en la nueva
Constitución se pasó a un régimen discriminatorio en exceso respecto del
resto de la población de nuestro territorio, al establecerse en general, un
régimen de germen de un Estado dentro del Estado, con grave riesgo fu-
turo a la integridad del territorio y de la nación.
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Bien es sabido que al Estado se le define en el derecho constitucional
como un pueblo, asentado en un territorio con gobierno propio. Esos tres
componentes pueblo, territorio y organización política definen al Estado;
y, éste solo puede ser uno. No puede haber varios Estados en un mismo
territorio.

Sin embargo, en la Constitución, en el primero de los artículos relati-
vos a los derechos de los pueblos indígenas, se señala que “El Estado
reconocerá la existencia de los pueblos y comunidades indígenas, su pro-
pia organización social, política y económica, sus culturas, usos y cos-
tumbres, idiomas y religiones, así como su hábitat y derechos originarios
sobre las tierras que ancestral y tradicionalmente ocupan y que son nece-
sarias para desarrollar y garantizar sus formas de vida”  (artículo 119).

De nuevo, esta declaración de principios es un desiderátum humano,
pero su consagración en un texto constitucional es cosa distinta: genera
derechos y deberes y, en su forma, constituye el reconocimiento de un
Estado dentro del Estado, con grave riesgo futuro a la generación de con-
flictos que afecten a la integridad territorial de la nación.

IV. EL PROBLEMA DE UNA CONSTITUCIÓN ECONÓMICA CONCEBIDA

PARA EL ESTATISMO INSOLVENTE

El paternalismo estatal en el campo social conduce inexorablemente
a la concepción de una Constitución económica con una gran carga esta-
tista. En efecto, la tercera parte de la Constitución, como toda Constitu-
ción contemporánea, está destinada a regular la Constitución económica,
en la cual se establecen las reglas de juego del sistema económico del
país, que sigue concibiéndose, en principio, como un sistema de econo-
mía mixta que se basa en reconocer la iniciativa privada y los derechos de
propiedad y libertad económica, pero fundamentándolo en principios de
justicia social, lo que permite la intervención del Estado en la economía,
en algunos casos en forma desmesurada.

En esta materia, a pesar de que en las discusiones de la Asamblea se
lograron establecer algunos equilibrios importantes entre la libertad econó-
mica y la intervención del Estado, quedó en la Constitución un marcado
acento estatista, lo que aunado a las consecuencias fiscales del paternalis-
mo social y del populismo que contiene, hacen inviable financieramente el
rol del Estado, y originan un esquema de terrorismo tributario que infor-
ma el texto constitucional. 
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1. La posibilidad casi ilimitada de intervención estatal en la economía

En efecto, la Constitución no sólo es manifiestamente estatista en ma-
teria económica, al atribuir al Estado la responsabilidad fundamental en
la gestión y prestación de los servicios públicos básicos en materia de sa-
lud, educación y seguridad social, y de los de carácter domiciliario como
distribución de agua, electricidad y gas, sino que ello también deriva de la
regulación, en la misma, de un conjunto de potestades reguladoras de
control y de planificación.

Las normas relativas a la economía, por tanto, son básicamente las
destinadas a prever la intervención del Estado, destinándose a lo priva-
do, en realidad, las escuetas normas reguladoras de la libertad económi-
ca (artículo 112) y de la propiedad privada (artículo 115). No existe, sin
embargo, el equilibrio necesario entre lo público y lo privado, privile-
giándose en el sector privado sólo actividades no fundamentales en la
generación de riqueza y empleo, como la agrícola (artículo 305), la arte-
sanía (artículo 309), la pequeña y mediana empresa (artículo 308), y el
turismo (artículo 310).

A ello se agregan normas de control y persecución como las relativas
a los monopolios y a los delitos económicos (artículos 113 y 114); la de-
claración del subsuelo como del dominio público, las costas marítimas y
las aguas (artículos 112 y 304) lo que abre un campo ilimitado respecto del
control estatal del uso y aprovechamiento de dichos bienes; la reserva al
Estado de la industria petrolera, y la posibilidad de reserva de otras activi-
dades, servicios o explotaciones de carácter estratégico (artículo 302); y
las normas que preven las potestades planificadoras del Estado, tanto a ni-
vel nacional (artículos 112 y 299) como a nivel local (artículo 178).

El Estado, así, en la Constitución es responsable de casi todo, y puede
regularlo todo. La iniciativa privada aparece marginal y marginada. No se
asimiló la experiencia del fracaso del Estado regulador, de control, plani-
ficador y empresario de las últimas décadas, ni se entendió la necesidad
de privilegiar las iniciativas privadas y estimular la generación de riqueza
y empleo por la sociedad.

El resultado del texto constitucional en materia económica, visto glo-
balmente y en su conjunto, es el de una Constitución hecha para la inter-
vención del Estado en la economía y no para el desarrollo de la economía
por la iniciativa privada de acuerdo con el principio de la subsidiariedad
de la intervención estatal. 
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2. La incapacidad financiera para la atención por el Estado
    de las tareas y responsabilidades que se le asignan

El Estado que se concibe en la nueva Constitución, cuando se analiza
en su conjunto el enorme cúmulo de responsabilidades que se le atribuyen en
el campo social, de la salud, educación, seguridad social y cargas labora-
les, con exclusión sistemática de las iniciativas privadas; es totalmente in-
capaz, financieramente, para atenderlas. Para la previsión de las regula-
ciones del Estado paternalista establecidas en la Constitución, no hubo
cálculo alguno de costos, lo que coloca al Estado, si pretende asumirlas y
cumplirlas, de entrada, en una situación de quiebra, por estar obligado a
pagar más de lo que es capaz y puede recaudar en impuestos, máxime en
un país en el cual no hay hábito ciudadano de contribuyente.

Si a ello se agrega la previsión con rango constitucional de que la
gestión fiscal debe equilibrarse en un marco plurianual del presupuesto
“de manera que los ingresos ordinarios deben ser suficientes para cubrir
los gastos ordinarios”  (artículo 311); no se entiende cómo será posible la
atención por el Estado de todas las obligaciones que se le imponen.

3. La consagración del terrorismo fiscal como ilusión para resolver
    la insolvencia estatal y la desprotección de los contribuyentes

La enorme responsabilidad social atribuida al Estado y los costos fi-
nancieros que conlleva su atención, por supuesto que implicarán la exa-
cerbación del ejercicio de la potestad tributaria del Estado en sus diversos
niveles territoriales y, de inmediato, en el nivel nacional y en el nivel mu-
nicipal. Ello exigía, por sobre todo, el establecimiento de un adecuado
equilibrio entre la potestad pública y los derechos de los individuos, de
manera que el ejercicio de la primera no afecte la capacidad económica
de los contribuyentes ni sus garantías constitucionales, que requieren de
protección especial.

La nueva Constitución, en esta materia, no reguló nada específico so-
bre el necesario respeto de la capacidad contributiva de las personas ni
sobre el principio de que la imposición debía revertir servicios públicos
adecuados hacia los contribuyentes-ciudadanos. Nada se reguló, sobre las
garantías constitucionales del contribuyente frente al ejercicio de la po-
testad tributaria, ya que es precisamente con ocasión de su ejercicio que
todo el poder del Estado se puede volcar sobre los individuos. Al contra-
rio, las únicas normas nuevas previstas en el texto en esta materia tienden
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a castigar la evasión fiscal con penas privativas de la libertad personal
(artículo 317), estableciéndose en las disposiciones transitorias normas
destinadas a regularizar el terrorismo fiscal (disposición transitoria quin-
ta), elaboradas pensando como si sólo las grandes empresas fueran contri-
buyentes, a quienes sólo hay que perseguir, e ignorando que en un siste-
ma de Estado con incapacidad financiera estructural todas las personas
son o deben ser potencialmente contribuyentes y, por tanto, sujetos de
persecución fiscal.

En esta materia la Constitución se olvidó del ciudadano y de la pro-
tección y seguridad que había que brindarle.

4. La lesión a la autonomía del Banco Central de Venezuela

La nueva Constitución atribuye al Banco Central de Venezuela el ejer-
cicio exclusivo y obligatorio de las competencias monetarias del poder na-
cional, atribuyéndole la autonomía necesaria para ello, sin perjuicio de la
necesaria coordinación con la política económica general (artículo 318).

Sin embargo, esa autonomía se limita en el texto, con remisión a la
ley, a tal punto que puede neutralizarse completamente, politizándose
la gestión de la institución. Ello deriva de las siguientes previsiones: en
primer lugar, de la posibilidad de regularse legalmente la remoción del
directorio del Banco por incumplimiento de metas y objetivos de la polí-
tica monetaria.

En segundo lugar, de la obligatoriedad de rendición de cuentas de su
actuación, metas y resultados respecto de sus políticas, ante la Asamblea
Nacional.

En tercer lugar, de la previsión de inspección y vigilancia del Banco
por parte de la Superintendencia de Bancos.

En cuarto lugar, de la aprobación por la Asamblea Nacional del Pre-
supuesto de gastos de funcionamiento e inversiones del Banco (artículo
319); y por último, conforme con la disposición transitoria cuarta, de la
intervención de la Asamblea Nacional en la designación y ratificación de
los miembros del directorio del Banco (ord. 8).

Con este esquema constitucional, la consagrada autonomía del Banco
Central de Venezuela, puede ser minimizada, abriéndose campo a la poli-
tización de la Institución.
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V. APRECIACIÓN GENERAL: UNA CONSTITUCIÓN CONCEBIDA

PARA EL AUTORITARISMO, EL PATERNALISMO ESTATAL,

EL POPULISMO Y EL ESTATISMO INSOLVENTE

De lo anterior resulta que, en cuanto a la Constitución política, la
nueva Constitución, cuando se analiza globalmente, de manera particular
en los elementos antes mencionados, pone en evidencia un esquema insti-
tucional concebido para el autoritarismo, que deriva de la combinación
del centralismo de Estado, del presidencialismo exacerbado, de la parti-
docracia, de la concentración del poder en la Asamblea y del militarismo
que constituyen los elementos centrales diseñados para la organización
del poder del Estado.

En nuestro criterio esa no es la Constitución política que la democra-
cia requería para su perfeccionamiento, y que al contrario, debía haber
estado montada sobre la descentralización del poder, un presidencialismo
controlado, la participación política al balance entre los poderes del Esta-
do y la sujeción de la autoridad militar a la civil.

Por su parte, en cuanto a la Constitución social, en la Constitución, al
enumerar el elenco de derechos humanos y de garantías y obligaciones
estatales, lamentablemente, abre la puerta para su limitación por el Ejecu-
tivo mediante legislación delegada; y además, analizada globalmente, lo
que muestra es un marginamiento de la sociedad y de las iniciativas parti-
culares, haciendo recaer sobre el Estado todas las obligaciones imagina-
bles, imposible de cumplir. Es una Constitución concebida para el pater-
nalismo, lo que se traduce en populismo.

Esa no es la Constitución social que se requería para fundar una de-
mocracia social y participativa, para lo cual debió haber revalorizado la
participación de todas las iniciativas privadas en los procesos educativos,
de salud y de seguridad social, como actividades en las cuales tiene que
existir una corresponsabilidad entre el Estado y la sociedad.

Por último, la nueva Constitución, en su componente de Constitución
económica, completa el cuadro paternalista de la Constitución social, in-
clinando el régimen constitucional hacia el Estado en lugar de hacia la
iniciativa privada, originando un estatismo exagerado, con el riesgo de
multiplicación de una voracidad fiscal incontrolable concebida para
aplastar al contribuyente, al cual no se protege constitucionalmente.

Esa no es la Constitución económica que se requería para fundar la
política de desarrollo económico que requiere el país, que tiene que apun-
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tar hacia la creación de riqueza y empleo y que el Estado es incapaz de
lograr, sin la decisiva participación de las iniciativas privadas, que lejos
de ser perseguidas, deben ser protegidas e incentivadas.

Por todo lo anterior, es que hemos señalado que la Constitución de
1999 no ha introducido los cambios que requería el país, con motivo del
momento constituyente que originó la crisis del modelo político de Esta-
do centralizado de partidos, establecido a partir de 1945 y reestablecido
en 1958, y que exigía para perfeccionar la democracia y hacerla más rep-
resentativa y participativa, estructurar un Estado democrático descentrali-
zado y participativo. Nada de esto se logró, por lo que sólo la historia dirá
si esta Constitución es la última del cuarto de los periodos histórico-polí-
ticos de Venezuela o la primera del quinto.
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